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Cortés González, Jueza Ponente 

 
 

 

SENTENCIA 
 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 11 de agosto de 2016. 

 Comparece el Sr. Osvaldo R. Laboy Figueroa (en adelante, señor 

Laboy o recurrente) mediante el recurso de Revisión Judicial de título y 

nos solicita la revocación de una Resolución emitida por la Secretaría de 

Procedimientos Adjudicativos de la Autoridad de Energía Eléctrica (en 

adelante, AEE o parte recurrida). 

 En virtud de la referida Resolución se declaró No Ha Lugar una 

solicitud de revisión interpuesta por el recurrente ante dicho organismo 

al declararse sin jurisdicción el mismo porque el recurrente no presentó 

su solicitud dentro del término de 20 días luego de que le fuera notificada 

una determinación final de la AEE. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

determinamos revocar la Resolución recurrida. 
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I. 

El recurrente, es propietario de una residencia ubicada en Urb. 

Fairview, K1 Calle 16, San Juan, Puerto Rico.  El Supervisor principal de 

la Región de Carolina, de la Autoridad de Energía Eléctrica, Sr. José 

Nieves del Llano, le cursó a éste una carta fechada el 28 de marzo de 

2015 relacionada con la cuenta del servicio eléctrico de esta propiedad 

identificada con el número de Cuenta 02468911000.  La carta hace 

referencia a que se detectó una situación irregular en el equipo de 

medición consistente en el “Sello Exterior Roto o Alterado, Resistor en el 

Potencial”.  Indica que esa condición representa una violación a los 

reglamentos, manuales de patrones, comunicados y/o procedimientos 

vigentes de la AEE.  Informa que personal de la AEE sustituyó, corrigió o 

coordinó la corrección del equipo de medición que registraba el consumo 

de energía eléctrica el 18 de febrero de 2015.  Le notifica que se realizó 

un análisis de su historial de consumo y como resultado se determinó 

realizar cargos y gastos a su cuenta que comprenden $17,073.98 de 

consumo no facturado por irregularidad (76,199 kwh), $620.26 de gastos 

administrativos y $1,500.00 de multa administrativa.  Le informa, 

además, que debe acudir y/o coordinar una cita con la Oficina Regional 

dentro del término de 10 días laborables a partir del recibo de esa 

notificación para discutir los detalles de su caso.  Le indica que puede ir 

acompañado de un abogado y que tiene derecho a solicitar por escrito 

dentro de ese término una reconsideración de la determinación ante el 

Supervisor Principal de la Oficina Regional.  La carta hace referencia al 

número de querella ICEE 1503155951. 

 Por encontrarse en el extranjero, el recurrente delegó en los 

inquilinos, quienes el 14 de julio de 2015 se reunieron en la AEE con la 

señora Yolanda Sosa Román.1  Según surge del Acta de la Reunión 

preparada por la AEE, el objetivo de la misma fue discutir las normas 

                                                 
1
 No surge de los autos el título del puesto que ésta ocupa ni las funciones asignadas a 

ella o su capacidad en la toma de decisiones a nombre de la AEE.   
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aplicables para el suministro de energía eléctrica y los siguientes puntos:   

cambio de medidor, tipo de irregularidad, datos históricos, período de 

ajuste, gastos administrativos, multa y las alternativas de depósito y plan 

de pago y “Ley Núm 170”.2  En la mencionada Acta constan unas notas a 

manuscrito que expresan, entre otras cosas, que la multa de $1,500.00 

fue eliminada; que se mencionó a los representantes del cliente el 

derecho de ir a la secretaría; que se “le indica que tiene 20 días a partir 

de hoy para tomar una determinación”. 

 Además, obra en autos, como parte del apéndice del recurso, un 

documento titulado “Puntos a discutir durante la orientación al cliente 

citado por:   irregularidad en el consumo de energía eléctrica”, con la 

fecha de reunión, 14 de julio de 2015.  Dicho documento contiene un 

listado de cotejo donde están marcados los siguientes puntos:  Informe de 

Investigación, Hoja de Cotejo de Instalaciones Eléctricas Firmada, Hoja 

de Prueba de Calibración del Medidor firmada, Evidencia ocupada de 

acuerdo al (Anejo C), Análisis y Ajuste de Rentas firmado por el empleado 

que lo realizó y aprobado por el Supervisor Servicio al Cliente o Gerente, 

Historial de consumo, Cargos Administrativos a facturar, Impresión de 

las pantallas del sistema de facturación y datos históricos y Explicación 

de su derecho de solicitud de revisión ante la Secretaría de 

Procedimientos Administrativos de la AEE. 

Mediante carta fechada 6 de agosto de 20153, el Lcdo. Antonio 

Álvarez Torres, se dirigió a la Secretaría de Procedimientos Adjudicativos, 

informando que había sido contratado por el señor Laboy para 

representarlo en la querella ICEE 1503155951.  En la misma expuso que 

este niega las alegaciones de la AEE por no ser ciertas.  En la carta hace 

referencia a la reunión del mes de julio con el supervisor de la AEE en la 

cual indica solo se explicó el ajuste realizado y la posibilidad de acogerse 

a un plan de pagos para satisfacer el mismo, por lo cual no se llegó a 

                                                 
2 Apéndice del Recurso de Revisión, pág. 32. 
3 La carta fue presentada en la Secretaría el 7 de agosto de 2015. 
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acuerdos.  En dicha comunicación, el licenciado Álvarez Torres, en 

representación del recurrente, imputó que la AEE incumple con la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, la cual requiere que la parte 

recurrida radique querella, notifique cargos, celebre una vista 

evidenciaria y conceda descubrimiento de prueba.  Expone que contrario 

a eso, la AEE pretende validar sus alegaciones en el vacío y en violación a 

su propio reglamento y a la ley.  Solicita que la AEE cumpla con estos y 

conceda el proceso adjudicativo de rigor, que suministre copia de los 

reglamentos, procedimientos, códigos, manuales de patrones y 

comunicados que alega se violentaron por su cliente.  Expresa, además, 

que la AEE tiene toda la información que alegadamente recopiló bajo su 

absoluto control y posesión y mantiene a su cliente en estado de 

indefensión. 

 Luego de ello, con fecha del 2 de marzo de 2016, el aquí recurrente 

recibió copia de una Resolución notificada por la Secretaría de 

Procedimientos Adjudicativos, emitida por el Juez Administrativo, en la 

que se hace constar que dado que la solicitud de revisión ante la 

Secretaría se presentó el 7 de agosto de 2015, el término provisto por el 

Artículo B, SECCIÓN XVII del Reglamento 7982, de Términos y 

Condiciones Generales para el Suministro de Energía Eléctrica, según 

enmendado, transcurrió, por lo que resuelve que el foro administrativo 

carece de jurisdicción para intervenir en el recurso interpuesto y declara 

el mismo No Ha Lugar.  

 Inconforme, el recurrente acude ante nos mediante el presente 

recurso de  Revisión Judicial e imputa al foro administrativo que incidió 

en los siguientes errores: 

PRIMER ERROR:  ERRÓ LA AEE AL COMENZAR UN 
PROCESO DE COBRO POR ALEGADO USO INDEBIDO DE 
ENERGÍA ELÉCTRICA SIN NOTIFICAR CARGOS, RADICAR 

QUERELLA, NI CELEBRAR VISTAS EVIDENCIARIAS DONDE 
SE PUEDA CONFRONTAR LA ALEGADA PRUEBA EN SU 

CONTRA TODO ELLO EN VIOLACIÓN DEL DEBIDO 
PROCESO DE LEY. 
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SEGUNDO ERROR:  ERRÓ LA AEE AL DILATAR LOS 
PROCEDIMIENTOS ADJUDICATIVOS POR MÁS DE SEIS (6) 

MESES SEGÚN LO [DISPONIBLE] LA LEY DE 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO UNIFORME. 
 

TERCER ERROR:  ERRÓ LA AEE AL NOTIFICAR UNA 
DETERMINACIÓN DE LA AGENCIA SIN ADVERTIR SOBRE 
EL DERECHO QUE EXISTE A SOLICITAR 

RECONSIDERACIÓN ANTE LA AUTORIDAD MÁXIMA 
NOMINADORA NI DEL DERECHO A SOLICITAR REVISIÓN 

JUDICIAL ANTE EL TRIBUNAL DE APELACIONES. 
 
CUARTO ERROR:  ERRÓ LA AEE AL DESCANSAR EN 

DECISIONES FIRMADAS POR FUNCIONARIOS NO 
AUTORIZADOS [NE] LEY NI EN REGLAMENTO PARA 
TOMAR ESA[S] DECISIONES. 

 
Tras un análisis del recurso instado ante nos y del escrito en 

oposición presentado por la AEE, revocamos la Resolución recurrida. A 

continuación exponemos los fundamentos de nuestra determinación. 

II. 

A. DEBIDO PROCESO DE LEY EN EL ÁMBITO ADMINISTRATIVO 

El debido proceso de ley se refiere al "derecho de toda persona a 

tener un proceso justo y con todas las garantías que ofrece la ley, tanto 

en el ámbito judicial como en el administrativo".  Aut. Puertos v. HEO, 

186 DPR 417 (2012); Marrero Caratini v. Rodríguez Rodríguez, 138 DPR 

215, 220 (1995).  Por consiguiente, para satisfacer las exigencias del 

debido proceso de ley en su vertiente procesal, se deben cumplir los 

siguientes requisitos: (1) notificación adecuada del proceso; (2)  ante un 

juez imparcial; (3) oportunidad de ser oído; (4) derecho a contrainterrogar 

testigos y examinar evidencia presentada en su contra; (5) tener 

asistencia de abogado, y (6) que la decisión se base en el récord.  

Hernández González v. Srio de Transportación y Obras Públicas, 164 DPR 

390, 395-396 (2005); Domínguez Castro et al. v. E.L.A. I, 178 DPR 1, 47 

(2010).  

No obstante, en el derecho administrativo, el debido proceso de ley 

no tiene la misma rigidez que en la esfera penal, debido a la necesidad 

que tienen las agencias de regular las áreas que por su peritaje le han 

sido delegadas por la Asamblea Legislativa. Aun así, el procedimiento 
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adjudicativo debe de ser uno justo y equitativo. Báez Díaz v. E.L.A., 179 

DPR 605 (2010).    

Nuestro ordenamiento jurídico dispone que la notificación 

adecuada de un proceso adversativo es uno de los requisitos que todo 

procedimiento debe satisfacer para garantizar las exigencias mínimas del 

debido proceso de ley. Hernández v. Secretario, 164 DPR 390, 396 (2005). 

 Así, la notificación es un requisito indispensable para la validez del 

procedimiento administrativo de carácter adjudicativo en sus distintas 

etapas.  A tenor de ello, nuestro Tribunal Supremo ha reiterado en 

numerosas ocasiones la necesidad de una notificación adecuada.  Al 

respecto, citando a Mathews v. Eldrige, 424 US 319, 333 (1976), expresó 

que la oportunidad de ser oído debe concederse en “a meaningful time 

and a meaningful manner”; es decir, en un momento significativo del 

proceso y de manera igualmente significativa para brindar a la parte 

afectada una oportunidad real de presentar su posición.  Rivera 

Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, 133 DPR 881 (1993).  Precisamente, la 

garantía al debido proceso de ley presupone una notificación “real y 

efectiva”, ajustada a los preceptos estatutarios aplicables.  Asoc. 

Residentes v. Montebello Dev. Corp., 138 DPR 412, 421 (1995).  

En lo pertinente, a la controversia de autos, es sabido que el 

debido trámite requiere que luego de que una parte comparece en autos 

por medio de una representación legal admitida, tanto en el foro judicial 

como el administrativo, toda notificación posterior procede efectuarse a 

la representación legal de la parte.   Arroyo Moret v. F.S.E. 113 DPR 379, 

381 (1982); Berríos v. Comisión de Minería, 102 DPR 228, 230 (1974).   

Por excepción, expresamente autorizada, y aun así con renuencia, puede 

aceptarse como suficiente la notificación a una parte ignorando a su 

abogado.  La notificación al abogado que interviene en representación de 

persona interesada es indispensable en todas las etapas.  Berríos v. 

Comisión de Minería, supra. 
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En la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU),           

Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 1988, según enmendada, 3 LPRA            

sec. 2101, el legislador hizo extensivas a los procedimientos que se 

siguen ante las agencias administrativas ciertas garantías mínimas 

inherentes al debido proceso de ley.  Específicamente la Sec. 3.1 de la 

LPAU, 3 LPRA sec. 2151, al igual que la jurisprudencia interpretativa de 

la misma, reconoce en esencia en este tipo de adjudicación 

administrativa las siguientes garantías: (1) la concesión de una vista 

previa; (2) oportuna y adecuada notificación; (3) derecho a ser oído; (4) 

confrontarse con los testigos; (5) presentar prueba oral y escrita a su 

favor; y (6) la presencia de un adjudicador imparcial. Gutiérrez Vázquez 

v. Hernández Hernández, 172 DPR 232, 245, 246 (2007).   

  La garantía constitucional del debido proceso de ley tiene (2) 

vertientes, a saber: la sustantiva y la procesal.  La primera protege y 

salvaguarda los derechos fundamentales de la persona; y, la segunda le 

impone al Estado la obligación de garantizar que la interferencia con los 

intereses de libertad y de propiedad del individuo se haga a través de un 

procedimiento que sea justo y equitativo. Unión Independiente de 

Empleados de la A.E.P. v. A.E.P., 146 DPR 611 (1998); Rodríguez 

Rodríguez v. E.L.A., 130 DPR 562 (1992); González Aristud v. Hosp. Pavía, 

168 DPR 127 (2006).  

Para que se active el derecho a un debido proceso de ley, en su 

vertiente procesal, tiene que existir un interés individual de libertad o de 

propiedad.  Una vez cumplida esta exigencia, es preciso determinar cuál 

es el procedimiento exigido.  Algunos elementos básicos del debido 

proceso de ley son: la notificación adecuada y la oportunidad de ser 

escuchado y de defenderse. Unión Independiente de Empleados de la 

A.E.P. v. A.E.P., supra.   

Para determinar si la persona que cuestiona que el procedimiento 

administrativo le ha afectado su derecho a la libertad, a la propiedad o a 
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la vida, los tribunales deben auscultar si el procedimiento seguido por la 

agencia es constitucionalmente adecuado, justo y equitativo para 

cumplir con el debido proceso de ley. Báez Díaz v. E.L.A., supra.   

  Al momento de considerar si un procedimiento administrativo de 

tipo adjudicativo cumple con los requisitos constitucionales del debido 

proceso de ley, hay que analizar los factores siguientes: (1) el interés 

privado que puede resultar afectado por la actuación oficial; (2) el riesgo 

de una determinación errónea debido al proceso utilizado y el valor 

probable de garantías adicionales o distintas; y, (3) el interés 

gubernamental protegido en la acción sumaria, inclusive los cargos 

fiscales y administrativos que conllevaría el imponer otras garantías 

procesales.  Id. 

B.  REGLAMENTO 7982, DE TÉRMINOS Y CONDICIONES GENERALES PARA EL 

SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA 

 
La Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto Rico, es un cuerpo 

corporativo y político que constituye una corporación pública e 

instrumentalidad gubernamental autónoma del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico, creado por la Ley Núm. 83 del 2 de mayo de 1941, mejor 

conocida como la Ley de la Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto 

Rico, según enmendada, 22 LPRA secs. 191 et seq.  La AEE fue creada 

con el fin de conservar, desarrollar y utilizar, así como para ayudar en la 

conservación, desarrollo y aprovechamiento de las fuentes fluviales y de 

energía en Puerto Rico.  Ley de la Autoridad de Energía Eléctrica de 

Puerto Rico, 22 LPRA sec. 196.     

La Ley de la Autoridad de Energía Eléctrica, le confiere a la AEE 

ciertos derechos y poderes necesarios o convenientes para llevar a cabo 

sus propósitos, incluyendo, entre otros:   

. . . . . . . .   

  
(c). Formular, adoptar, enmendar y derogar estatutos y 
reglamentos para regir las normas de sus negocios en 

general y ejercitar y desempeñar los poderes y deberes que, 
por ley, se le conceden e imponen; así como, con miras a 

garantizar la seguridad de las personas o la propiedad, 
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reglamentar el uso y disfrute de sus propiedades y de 
aquellas otras bajo su administración; el uso y consumo de 

la energía eléctrica; la intervención con y manipulación de 
equipos, empresas, facilidades, aparatos, instrumentos, 
alambres, contadores, transformadores y objetos de 

cualesquiera naturaleza análoga propiedad de la Autoridad 
de Energía Eléctrica que se utilicen en relación con la 
producción, transmisión, distribución y uso y consumo de 

energía eléctrica producida por dicha entidad. Los 
reglamentos, así adoptados, tendrán fuerza de ley, una vez 

se cumpla con las disposiciones de las secs. 2101 et seq. del 
Título 3, conocidas como la “Ley de Procedimiento 
Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”.   

. . . . . . . .   
  
(x). El Director Ejecutivo o el funcionario que este designe 

tendrá la facultad de expedir multas administrativas a 
cualquier persona natural o jurídica que:   

  
(1). Infrinja las disposiciones de las secs. 191 a 217 de este 
título y/o de los reglamentos adoptados por la Autoridad, o 

infrinja en los permisos, licencias o autorizaciones expedidas 
por la Autoridad.  Las multas administrativas bajo este 

renglón no excederán de diez mil (10,000) dólares por cada 
infracción; Disponiéndose que cada día que subsista la 
infracción se considerará como una violación independiente. 

Cuando el incumplimiento de las secs. 191 a 217 de este 
título y/o de los reglamentos adoptados por la Autoridad 
implique el uso indebido de energía eléctrica o de materiales 

o equipo, según definido por la Autoridad mediante 
reglamentación, la multa administrativa podrá ascender 

hasta cincuenta mil (50,000) dólares por cada infracción.  En 
todo caso que el beneficio económico derivado del uso 
indebido exceda los cincuenta (50,000) mil dólares, la multa 

administrativa podrá ascender hasta cien mil (100,000) 
dólares por cada infracción; Disponiéndose, que en ambos 

casos, cada día que subsista la infracción se considerará 
como una violación independiente.   
  

(2). Dejare de cumplir con cualquier resolución, orden o 
decisión emitida por la Autoridad. Las multas 
administrativas bajo este renglón no excederán de diez mil 

(10,000) dólares por cada infracción; Disponiéndose que 
cada día que subsista la infracción se considerará como una 

violación independiente.   
  
(3). Altere en todo o en parte el sistema eléctrico o una 

instalación eléctrica de forma tal que no pueda hacer su 
medición de consumo real, y/o realice una instalación 

diseñada para impedir la medición correcta de consumo de 
energía eléctrica. Las multas administrativas bajo este 
renglón no excederán de cincuenta mil (50,000) dólares.  La 

Autoridad establecerá, mediante reglamento, los parámetros 
y procedimientos para la imposición de las multas 
administrativas establecidas en este inciso, basando la 

multa a imponerse en: la severidad de la violación, término 
por el cual se extendió la violación, reincidencia, el beneficio 

económico derivado de la violación o uso indebido de energía 
eléctrica o de materiales o equipo y el riesgo o los daños 
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causados a la salud y/o a la seguridad como resultado de la 
violación.   

 . . . . . . . .   
  
22 LPRA sec. 196   

 
En virtud de lo anterior, la AEE promulgó el Reglamento Núm. 

7982, “Reglamento de Términos y Condiciones Generales Para el 

Suministro de Energía Eléctrica”  (Reglamento Núm. 7982), con el 

propósito de establecer los términos y condiciones bajo los cuales la 

Autoridad suministra el servicio de energía eléctrica, los requisitos que 

deben cumplir las personas interesadas en obtener y utilizar el mismo; 

los derechos y las obligaciones que tienen tanto la Autoridad como sus 

clientes.  Además, dispone sobre las penalidades por incumplir con este 

Reglamento conforme la Ley de la Autoridad de Energía Eléctrica.   

Véase: Sec. I, Art. B del Reglamento Núm. 7982, supra.     

En lo pertinente a la controversia ante nos, la Sección XII sobre 

Uso Indebido de la Energía Eléctrica establece en su Artículo B, que 

cuando se detecta una condición de uso indebido, los empleados que la 

detecten proceden a recopilar evidencia y a corregir o eliminar la 

condición detectada.  Dicha información se notifica a la oficina comercial.  

Así, el Gerente de la oficina comercial puede presentar una querella 

contra el cliente, usuario o usuario no autorizado bajo las 

disposiciones de la LPAU.   

En cuanto al Procedimiento Administrativo, la Sección XVII, 

promulga lo siguiente: 

Artículo A: Solicitud de Reconsideración 

 
La parte adversamente afectada por una determinación de la 

Autoridad basada en las disposiciones de este Reglamento, 
excepto aquellas relacionadas con la objeción de cargos 
facturados, las cuales se rigen por lo dispuesto en la Sección 

XIII de este Reglamento, puede, solicitar una reconsideración 
de la misma, en el término de diez (10) días, a partir de la 
fecha en que se le notificó. Dicha solicitud tiene que 

presentarse por escrito, ante el funcionario que emitió la 
determinación sobre la cual se solicita reconsideración y 

exponer los fundamentos en que se basa la misma.   
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Artículo B: Procedimiento de Adjudicación Formal 
 

El funcionario ante quien se presente la solicitud considera 
la misma y notifica por escrito su determinación final al 
cliente en el término de veinte (20) días, a partir de la fecha 

de su presentación. Si el cliente no queda satisfecho con 
dicha determinación final, tiene diez (10) días, a partir de la 
fecha de su notificación, para radicar una solicitud o 

petición ante la Secretaría de Procedimientos Adjudicativos 
de la Autoridad de Energía Eléctrica, para que la 

controversia se dilucide en conformidad con el procedimiento 
de adjudicación formal dispuesto en el Reglamento para los 
Procedimientos de Adjudicación de Querellas de la Autoridad 

de Energía Eléctrica de Puerto Rico, adoptado en virtud de la 
Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 1988, según enmendada, 
Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico. 
 

C. REVISIÓN JUDICIAL 

La LPAU en su sección 2172 establece que: 

Una parte adversamente afectada por una orden o resolución 

final de una agencia y que haya agotado todos los remedios 
provistos por la agencia o por el organismo administrativo 
apelativo correspondiente podrá presentar una solicitud de 

revisión ante el Tribunal de Apelaciones, dentro de un 
término de treinta (30) días contados a partir de la fecha del 
archivo en autos de la copia de la notificación de la orden o 

resolución final de la agencia. [...] 
.   .      .      .      .      .      .     . 

  
La revisión judicial aquí dispuesta será el recurso exclusivo 
para revisar los méritos de una decisión administrativa, sea 

ésta de naturaleza adjudicativa o de naturaleza informal, 
emitida al amparo de este capítulo. 3 L.P.R.A. sec. 2172. 

 
Según surge de la reseñada Sección, para que una parte en un 

procedimiento de adjudicación en el ámbito administrativo pretenda 

activar la maquinaria judicial, se requiere que exista una orden o 

resolución final y que hubiese agotado los remedios administrativos.  

Una orden o resolución final es aquella que dispone de la controversia 

ante la agencia y tiene efectos adjudicativos y dispositivos sobre las 

partes. Depto. Educ. v. Sindicato Puertorriqueño, 168 DPR 527 (2006).  Lo 

determinante no es el nombre que la agencia le dé a su actuación, sino 

considerar el estado de derecho vigente al momento del procedimiento 

administrativo y si la determinación que se pretende revisar es final. Id. 

La LPAU delimita el alcance de la revisión judicial de las decisiones 

administrativas. Además, dispone que las determinaciones de hechos de 
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las agencias serán avaladas por el tribunal, si se basan en evidencia 

sustancial que obre en el expediente administrativo visto en su totalidad.  

Sección 4.5 de la LPAU, 3 LPRA sec. 2175.  Nuestro Tribunal Supremo 

ha reconocido que los tribunales, utilizando un criterio de razonabilidad 

y deferencia, no alterarán o intervendrán con las determinaciones de 

hecho que formule una agencia, siempre que surja del expediente 

administrativo evidencia sustancial que las sustente.  Asoc. Fcias. v. 

Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010).  La evidencia 

sustancial es “aquella evidencia relevante que una mente razonable 

podría aceptar como adecuada para sostener una conclusión”. DACo v. 

Toys “R” Us, 191 DPR 760 (2014); Hernández v. Centro Unido, 168 DPR 

592, 615 (2006).  

Conforme a la sección 4.5 de la LPAU, 3 LPRA sec. 2175, las 

conclusiones de derecho serán revisables en todos sus aspectos. Aunque 

la LPAU le reconoce al Tribunal de Apelaciones la facultad para revisar 

liberalmente las conclusiones de derecho, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha resuelto que la pericia y experiencia especializada de las 

agencias, sobre aquellos asuntos que les han sido encomendados por ley, 

generalmente las coloca en mejor posición para llegar a interpretaciones 

de derecho adecuadas. Municipio de San Juan v. Junta de Calidad 

Ambiental, 152 DPR 673, 747-748 (2000).   

Es ampliamente reconocido que los tribunales revisores deben dar 

deferencia a las decisiones de los organismos administrativos.  Mun. de 

SJ v. C.R.I.M., 178 DPR 163, 175 (2010); Vélez Rodríguez v. A.R.Pe., 167 

DPR 684, 693 (2006). Esta deferencia se extiende a los procesos 

administrativos, a las determinaciones de hechos que formulan las 

agencias en procesos adjudicativos y a las conclusiones de derecho que 

formulan cuando estas involucran un ejercicio de interpretación de los 

estatutos que las regulan y de los reglamentos que la agencia en cuestión 

ha promulgado.  Vélez Rodríguez v. A.R.Pe., supra; Henríquez v. Consejo 
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Educación Superior, 120 DPR 194, 210 (1987).  La deferencia reconocida 

a las agencias cede: “(1) cuando la determinación administrativa no está 

basada en evidencia sustancial; (2) cuando la agencia erró al aplicar o 

interpretar las leyes o reglamentos que administra; (3) cuando la agencia 

realiza determinaciones carentes de base racional, por lo que actúa de 

forma arbitraria, irrazonable o ilegal; o (4) cuando la actuación 

administrativa lesiona derechos constitucionales fundamentales”.  DACo 

v. Toys “R” Us, supra. En síntesis, nuestro Tribunal Supremo, ha 

establecido que “[l]a revisión judicial de las decisiones administrativas se 

circunscribe a determinar si la actuación de la agencia es arbitraria, 

ilegal o tan irrazonable que constituya un abuso de discreción”.  Ramos 

Román v. Corp. Centro Bellas Artes, 178 DPR 867, 883 (2010).  

En Otero Mercado v. Toyota de Puerto Rico, 163 DPR 716 (2005), 

nuestro Tribunal Supremo reiteró que las decisiones de los organismos 

administrativos merecen la mayor deferencia judicial por el conocimiento 

experto y la experiencia especializada de los asuntos que les son 

encomendados.  Al revisar una decisión administrativa, el criterio rector 

será la razonabilidad en la actuación de la agencia.  Conforme al criterio 

de razonabilidad y deferencia, los tribunales no deben intervenir o alterar 

las determinaciones de hechos de un organismo administrativo, “si las 

mismas están sostenidas por evidencia sustancial que surja del 

expediente administrativo considerado en su totalidad”.  Id; Pacheco 

Torres v. Estancias de Yauco, 160 DPR 409 (2003); Metropolitana, S.E. v. 

A.R.P.E., 138 DPR 200 (1995); Facultad para las Ciencias Sociales 

Aplicadas, Inc. v. Consejo de Educación Superior, 133 DPR 521, 532 

(1993);  Domínguez Talavera v. Caguas Expressway Motors, Inc., 148 

DPR 387, 397 (1991).  

Por tanto, la parte que impugne una determinación de una 

agencia, tiene el peso de convencer al tribunal de que la evidencia en la 

cual se apoyó la agencia para formular tales determinaciones no es 
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sustancial.  Además, debe demostrar que existe otra prueba en el 

expediente que reduzca o menoscabe el valor probatorio de la evidencia 

impugnada, hasta el punto de que no se pueda concluir que la 

determinación de la agencia fue razonable de acuerdo con la totalidad de 

la prueba que tuvo ante su consideración.  Otero Mercado v. Toyota de 

Puerto Rico, supra, pág. 728.   

Además, nuestro Tribunal Supremo ha resuelto que si la parte 

afectada, en la solicitud de revisión, no demuestra la existencia de esa 

otra prueba que sostiene que la actuación de la agencia no está basada 

en evidencia sustancial o que reduzca el valor de la evidencia 

impugnada, el tribunal respetará las determinaciones de hechos y no 

deberá sustituir el criterio de la agencia por el suyo.  Las 

determinaciones de hechos de organismos y agencias “tienen a su favor 

una presunción de regularidad y corrección que debe ser respetada 

mientras la parte que las impugne no produzca evidencia suficiente para 

derrotarlas”.  Id. 

Por otro lado, la doctrina de agotamiento de remedios determina la 

etapa en la cual un litigante puede recurrir a los tribunales si la 

reclamación se origina en hechos o controversias sujetas a la previa 

jurisdicción de una agencia administrativa.  De esta forma se le permite 

a la agencia administrativa realizar sus determinaciones oportunamente 

y rectificar sus errores, si alguno. Así, se facilita la revisión judicial 

posterior, de ser necesaria. Mun. de Caguas v. AT&T, supra, a la pág. 

407; Rivera v. E.L.A., 121 DPR 582, 595 (1988). 

Su objetivo es determinar la etapa en que un litigante puede 

recurrir a los tribunales, evitando una intervención innecesaria y a 

destiempo del poder judicial, que podría interferir con el cauce y 

desenlace normal del proceso administrativo.  Esta doctrina permite que 

la agencia pueda crear un expediente completo y sustancial, se utilice el 

conocimiento especializado de la agencia, se aplique uniformemente la 
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política pública y se pueda rectificar el alcance de sus pronunciamientos. 

Procuradora Paciente v. MCS, 163 DPR 21, 35  (2004). 

En nuestro ordenamiento jurídico existen ciertas instancias en las 

que una parte no tiene que agotar remedios administrativos. Una parte 

no tiene que agotar remedios administrativos cuando la controversia es 

una cuestión de derecho que no requiere el ejercicio de discreción o 

pericia administrativa; cuando existe una violación sustancial de 

derechos civiles, Delgado Rodríguez v. Nazario Ferrer, 121 DPR 347 

(1988); cuando el remedio administrativo es inútil e inadecuado; cuando 

existe un peligro de daño inminente; cuando existe una evidente 

ausencia de jurisdicción y cuando sea inútil agotar los remedios 

administrativos por la dilación excesiva en los procedimientos.  Sec. 4.3 

de la Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 3 L.P.R.A. sec. 2173; S.L.G. 

Flores Jiménez v. Colberg, 173 DPR 843, 852, (2008); Procuradora 

Paciente v. MCS, supra, págs. 35-38; Guzmán y otros v. E.L.A., 156 DPR 

693, 714 (2002); Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. Pto. del Rey, 155 DPR 906, 

917 (2001). 

En aquellas instancias que se invoque la falta de jurisdicción de la 

agencia, el Tribunal Supremo ha resuelto que se deben tomar en 

consideración los siguientes factores: 1) el riesgo de que se ocasione un 

daño irreparable al afectado si el tribunal pospone su intervención 

dejando que prosigan los procedimientos; 2) el grado de claridad con que 

surja la ausencia o presencia de jurisdicción; y 3) la pericia que tenga la 

agencia para dilucidar las cuestiones pertinentes a su jurisdicción.  

Colón Ventura v. Méndez, 130 DPR 433, 444 (1992); Vélez Ramírez v. 

Romero Barceló, 112 DPR 716, 723–724 (1982). 

Cónsono con estas excepciones al requisito de agotamiento de 

remedios, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que cuando “el 

agravio sea uno de „patente intensidad al derecho del individuo que 

reclame urgente reparación‟, se puede utilizar el injunction para eludir el 
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cauce administrativo”. S.L.G. Flores Jiménez v. Colberg, supra; Rivera v. 

E.L.A., 121 DPR 582, 596 (1988).  De igual modo, ha enfatizado que para 

preterir el requisito de agotamiento “[n]o basta... con que los remedios 

administrativos sean lentos. ...Se requiere también que éstos constituyan 

una gestión inútil e inefectiva o que produzcan un daño irreparable”.  Id; 

Guadalupe v. Saldaña, Pres. U.P.R., 133 DPR 42, 50 (1993).  

La LPAU provee plazos holgados a las agencias para atender los 

asuntos que caen bajo su competencia. Así, dispone en su sección 3.13 

(g) que “[t]odo caso sometido a un procedimiento adjudicativo ante una 

agencia deberá ser resuelto dentro de un término de seis (6) meses, 

desde su radicación, salvo en circunstancias excepcionales.”  3 LPRA   

sec. 2163.  A estos efectos, la Asamblea Legislativa impuso a las agencias 

la obligación de adjudicar todo caso dentro del término señalado.  No 

obstante, nuestro máximo foro judicial ha pautado que estos términos 

son directivos y no jurisdiccionales. Lab. Inst. Med. Ava. v. Lab. C. 

Borínquen, 149 DPR 121 (1999); J. Exam. Tec. Méd. v. Elías et al., 144 

DPR 483, 494-495 (1997). 

Estos términos tienen como fin primordial asegurar que los 

procesos administrativos se lleven a cabo de manera eficiente y rápida y 

las agencias y sus directores no tiene discreción para incurrir en 

tardanzas o dilaciones injustificadas. Lab. Inst. Med. Ava. v. Lab. C. 

Borínquen, supra.  Ahora bien, ante el incumplimiento de una agencia 

con su deber de decidir expeditamente la parte afectada tiene disponible 

como remedios “la presentación de un mandamus ante el foro judicial, o 

una moción de desestimación ante la agencia concernida”. Id. U.P.R. 

Aguadilla v. Lorenzo Hernández, 184 DPR 1001 (2012).   

III. 

 En el caso que nos ocupa, el recurrente plantea que la AEE acogió 

su carta sobre solicitud de vista como una solicitud de revisión 

presentada tardíamente y aunque se declaró sin jurisdicción, notifica al 
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recurrente que la determinación del 28 de marzo de 2015 del Sr. José 

Nieves Del Llano, es una determinación final de la agencia.  Sostiene que  

hubo una crasa violación al debido proceso de ley y se encuentra en 

estado de indefensión, ya que nunca se le notificó formalmente una 

querella, la AEE no solicitó se iniciaran los procedimientos, no notificó de 

la existencia de plazos jurisdiccionales, no existe en el expediente carta 

de nombramiento de Juez Administrativo y no se celebró la vista 

solicitada.  Sostiene que a pesar de contar con representación legal, solo 

se produjeron notificaciones al recurrente directamente.  Ante ello, 

solicita que revoquemos la Resolución recurrida y ordenemos el archivo 

del caso en la cuenta por violación al debido proceso de ley.   

Por su parte,  la AEE en su escrito en Oposición, arguye que a 

pesar de que al recurrente se le explicó en la reunión del 14 de julio de 

2015, a través de sus representantes designados, del derecho que le 

asistía de solicitar una vista al amparo de la Ley de Procedimientos 

Administrativos Uniforme, solicitó la vista ante la Secretaría de 

Procedimientos Adjudicativos de la AEE el 7 de agosto de 2015, es decir, 

veinticuatro (24) días después de la reunión del 14 de julio de 2015.  

Asevera que este hecho sumado a que la carta del 28 de marzo de 2015 le 

provee al recurrente amplia información de su caso, y aun cuando los 

términos para discutir los detalles de su caso eran de 10 días laborables, 

demoró ciento siete (107) días para que representantes suyos se 

reunieran con representantes de la AEE.  Indica que ello denota una 

clara inercia y dejadez de su parte.  Sostiene que sus radicaciones fueron 

tardías y que los planteamientos del recurrente no deben ser fundamento 

para anular la determinación administrativa de falta de jurisdicción. 

La AEE señala que el 2 de marzo de 2016, la Secretaría archivó en 

autos la Resolución del 18 de febrero de 2016 que notificó al recurrente y 

que éste no solicitó reconsideración ante el foro administrativo.  En su 
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lugar, acudió ante este foro intermedio mediante el recurso que nos 

ocupa.   

En la Resolución recurrida, el Juez Administrativo, Francisco J. 

Domínguez, hizo constar que el 28 de marzo de 2015, la AEE le notificó a 

Osvaldo R. Laboy Figueroa (cliente querellante) una determinación final 

reclamando el pago por uso indebido de energía eléctrica en la cuenta 

bajo su responsabilidad. Surge, además, de la Resolución que la 

Autoridad le informó al Cliente Querellante que de no estar 

conforme con la determinación final notificada, tenía derecho a 

presentar dentro de los próximos veinte (20) días una solicitud de 

revisión ante la Secretaría de Procedimientos Adjudicativos de la 

AEE.  De un examen de la carta enviada el 28 de marzo de 2015 por la 

AEE al recurrente, no surge la advertencia antes descrita relacionada 

al término de 20 días para solicitar la revisión.  El término que ofrece 

dicha notificación es de 10 días laborables, para acudir y/o coordinar 

una cita para discutir los detalles del caso.   Además, se le concede el 

mismo término de 10 días para solicitar, por escrito, una reconsideración 

de dicha determinación.    No consta en autos los trámites realizados por 

ambas partes para coordinar la fecha de la reunión. 

En el Acta de la Reunión celebrada el 14 de julio de 2015 consta, 

escrito a mano, lo siguiente:  “…También se le mencionó el derecho de ir 

a secretaría.  Se le indica que tiene 20 días a partir de hoy para tomar 

una determinación”.  No hay constancia de que este apercibimiento se 

le haya notificado personalmente al recurrente. 

La AEE determinó que al haber transcurrido el término provisto en 

el Artículo B, Sección XVII del Reglamento 7982, para presentar una 

solicitud de revisión ante la Secretaría de Procedimientos Adjudicativos, 

dicho foro administrativo carecía de jurisdicción para intervenir en el 

recurso interpuesto por el recurrente.  No obstante, no surge que esta 

Resolución haya sido notificada al licenciado Álvarez Torres, 
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representante legal del recurrente, quien envió la comunicación recibida 

en la Secretaría el 7 de agosto de 2015, en la que informó que había sido 

contratado para representar al recurrente en este asunto. 

Cabe destacar, además, que la carta enviada por la AEE al 

recurrente el 28 de marzo de 2015, descrita en la Resolución recurrida 

como una determinación final,4 tiene el número de querella ICEE 

1503155951.  No obstante, la Resolución recurrida y su notificación 

tienen el número de querella Q-170-2015-1193.  No surge de los autos 

ante nos en qué momento se le asignó ese número de Querella o si el 

procedimiento se tornó en uno de adjudicación formal según dispuesto 

en el Reglamento para los Procedimientos de Adjudicación de Querellas 

de la Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto Rico (Reglamento 6710), 

aunque el Reglamento citado en la Resolución es el Reglamento 7982.   

 Según citado anteriormente, el Artículo B, Sección XVII del 

Reglamento 7982, en el cual la parte recurrida fundamentó su 

determinación, concede el término de diez (10) días, NO de veinte (20) 

días, a partir de la fecha de la notificación de la determinación final para 

radicar una solicitud ante la Secretaría de Procedimientos Adjudicativos 

de la Autoridad de Energía Eléctrica, para que la controversia se dilucide 

en conformidad con el procedimiento de adjudicación formal dispuesto en 

el Reglamento 6710.  No obstante, esta información no consta en la 

notificación del 28 de marzo de 2015.  Asimismo, no se le informa al 

señor Laboy que el procedimiento llevado a cabo es uno informal y cuál 

es el Reglamento aplicable.   

De lo anterior, podemos concluir que la parte recurrida no ha 

procedido conforme al debido proceso de ley al no darle una notificación 

adecuada del proceso al recurrente.  La primera notificación enviada al 

recurrente, carece de la información relacionada a las disposiciones 

legales o reglamentarias aplicables o por las cuales se le imputaba la 

                                                 
4 Se denomina como determinación final, aún cuando surge de las notas del Acta de la 
reunión del mes de julio, que hubo ciertas modificaciones.  En esa reunión se dejó sin 

efecto la determinación de la multa impuesta. 



 
KLRA201600333 
 

 

 

20 

violación.  De igual forma, en la reunión llevada a cabo el 14 de julio de 

2015, se les informó a los representantes del recurrente sobre un término 

de 20 días para tomar una determinación.  Esta anotación, añadida a 

mano al pie del formulario de Acta de la reunión, resulta confusa e 

igualmente no contiene la información relacionada a las disposiciones 

reglamentarias aplicables.  Tampoco surge que la persona con autoridad 

de la AEE haya notificado al recurrente de los resultados de dicha 

reunión.  Asimismo, la Resolución aquí recurrida no le fue notificada al 

abogado contratado por el señor Laboy.  En consecuencia de lo anterior, 

éste no ha tenido una oportunidad real de presentar su posición y 

defenderse de las violaciones imputadas.   

Esta actuación por parte de la AEE de declararse sin jurisdicción 

ha sido una irrazonable, y el trámite y forma en que se ha manejado el 

caso no garantiza exigencias de un debido proceso de ley.  Además, el 

remedio administrativo ha sido inadecuado, por lo que procede la 

preterición del requisito de agotamiento del trámite administrativo. Por 

tanto, determinamos revocar la Resolución interpuesta por el señor 

Laboy.  En consecuencia, se devuelve el caso a la AEE para que dé el 

curso administrativo que corresponda a la comunicación presentada por 

el señor Laboy a través de su representante legal de fecha 6 de agosto de 

2015. 

IV. 

 En virtud de los fundamentos antes expresados, revocamos la 

Resolución emitida por la parte recurrida.  Por tanto, ordenamos a la 

AEE a dar cumplimiento inmediato a lo aquí ordenado. 

 Lo acordó y lo manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


